El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / RECONOCIMIENTO DE PENSIONES / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA PARA EL EFECTO / DERECHO DE PETICIÓN / PRINCIPIO DE INMEDIATEZ / CAMBIO DE PRECEDENTE / 
El citado derecho, consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, es considerado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La Corte Constitucional, en relación con el derecho de petición para resolver reclamaciones de reconocimiento pensional, ha dicho:

“Con respecto a este derecho, esta Corporación ha establecido que el núcleo esencial del derecho de petición está conformado por cuatro elementos, a saber: (i) la posibilidad de presentar de manera respetuosa solicitudes ante las autoridades, “sin que estas se nieguen a recibirlas o tramitarlas”; (ii) la potestad de obtener una respuesta pronta y oportuna dentro del término legal; (iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de forma clara, precisa y adecuada; y (iv) el derecho a que la respuesta sea puesta en conocimiento del interesado oficiosamente…”
Surge de lo anterior, como primera conclusión, que la accionante acudió a esta acción constitucional luego de transcurridos más de dos años
 desde la fecha en que se radicó la petición pensional, lo que implicaría declarar la improcedencia del amparo por incumplir el presupuesto de la inmediatez, de conformidad con el precedente que sobre el tema ha mantenido este Tribunal. Sin embargo, esta Sala modificará su criterio en aplicación de la jurisprudencia constitucional que sostiene que ese requisito es inoponible cuando la vulneración del derecho de petición se mantiene vigente por la falta de contestación…

La Sala comparte la sentencia impugnada en cuanto negó la petición elevada por la accionante para obtener que por este medio se le reconociera la pensión de jubilación, en razón a que mientras la entidad competente para hacerlo no emita un pronunciamiento al respecto, al juez de tutela le está vedado pronunciarse sobre el reconocimiento de esa prestación y por ende, lo procedente, tal como se hizo, era impartir la orden para que lo hiciera y en tal forma se tuteló el derecho de petición a la accionante, el que a pesar de que no se invocó como digno de amparo, se considera lesionado.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, octubre veintiséis (26) dos mil dieciocho (2018) 


Acta No. 422 del 26 de octubre de 2018

Expediente No. 66170-31-03-001-2018-00033-02
Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formuló la representante legal y judicial de la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Protección S.A., frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el pasado 6 de septiembre, en la acción de tutela que instauró la señora María Idalba Restrepo Sabas contra ese fondo de pensiones y la extinta Caja Nacional de Previsión Social, a la que fueron vinculados el Subdirector de Gestión Documental de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP-, la Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones-, la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el Municipio de Dosquebradas, la Gobernación de Risaralda y el Director de Recursos Humanos de esa entidad.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató la demandante los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 El 14 de abril de 2016 elevó solicitud ante Protección para obtener el reconocimiento de su pensión de vejez. Con este escrito aportó los documentos exigidos por esa entidad.
1.2 A la fecha no ha recibido “respuesta positiva y cada vez que me dirijo a las oficinas de dicho fondo, la respuesta es que Cajanal no ha dado respuesta positiva a la solicitud del bono pensional”.
2. Considera lesionado su derecho a la pensión de jubilación y para su protección solicita se ordene a las entidades accionadas otorgar dicha prestación desde el 27 de enero de 2018 y pagar las mesadas atrasadas y los intereses moratorios.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 14 de junio se admitió la acción en contra de Colpensiones, “antes Cajanal”, y Protección S.A. Con posterioridad se vinculó al Departamento de Risaralda, a la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y al Municipio de Dosquebradas.

2. En el curso de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Director de Acciones Constitucionales de Colpensiones alegó que carece de competencia en este asunto ya que en su base de datos no se evidencia ninguna petición de la demandante. Esta se encuentra afiliada al régimen de ahorro individual con solidaridad, por medio de Protección SA, desde el año 1997 y fue contra esa entidad que se dirigió la acción de tutela.

2.2 La representante legal y judicial de Protección S.A. indicó que: a) la señora Restrepo Sabas se encuentra afiliada a esa entidad desde el 1º de noviembre de 1997, por traslado de régimen; b) de conformidad con el artículo 68 de la Ley 100 de 1993, en el régimen de ahorro individual, las pensiones de vejez se financian con los recursos de las cuentas de ahorro pensional y con el valor del bono pensional, cuando a él se tiene derecho; c) en este caso, para establecer si la citada señora tiene a su favor bono pensional, se inició el trámite de reconstrucción de su historia laboral, respecto de las semanas cotizadas antes del traslado de régimen. Sin embargo, del sistema de información de la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público se evidencia que la afiliada presenta tiempos no asumidos por la Nación, que corresponden al periodo comprendido entre septiembre de 1987 y marzo de 1995, laborados con el Departamento de Risaralda, inconsistencia que impide la emisión del mencionado bono. En consecuencia, la entidad que representa solicitó a ese ente territorial remitir los soportes de pago a la Caja Nacional de Previsión Social con el sello de la entidad recaudadora, “a la que según el empleador efectuó los aportes”. A ello se procedió el 20 de junio pasado; tales documentos se encuentran en proceso de validación y, de estar completos, se enviarán a la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público para que “levante el mensaje de error y asuma los tiempos anteriormente aludidos”, pero, de encontrarse incompletos, el Departamento de Risaralda deberá: i) remitir los soportes faltantes, o informar si asumirá los tiempos dejados de cotizar a la Caja Nacional de Previsión Social; ii) modificar la constancia laboral pues la accionante tiene aportes en la cuenta de ahorro individual desde octubre de 1997; es decir, no fueron realizadas cotizaciones a esa Caja hasta el año 2002 tal como erróneamente se certificó y iii) indicar quién era el verdadero empleador de la citada señora, pues en las constancias más recientes de Cajanal se dice que la entidad pagadora es el Fondo Educativo Regional. A la fecha continúa pendiente la corrección de aquel certificado y aún no se profiere respuesta formal y definitiva a la petición de soportes de Cajanal; por esa razón, en la base de datos de la referida Oficina de Bonos Pensionales aparece el mensaje de error de “bono no emitible, entidad no ha sido asumida por la Nación”. Una vez el Departamento de Risaralda proceda a adelantar dicha gestión y se emita el bono pensional, se resolverá el caso de la actora y d) la acción de amparo no es el mecanismo para solicitar el pago de prestaciones, ya que para ese efecto se debe acudir al proceso ordinario laboral.   
Pidió, se niegue el amparo; en subsidio, se conceda como mecanismo transitorio para que los efectos del fallo se mantengan hasta tanto se dé inició a la acción ordinaria correspondiente, para lo cual el interesado cuenta con un término máximo de cuatro meses.
2.3 El Gobernador de Risaralda, por medio de apoderada, manifestó que a las solicitudes formuladas por Protección se dio respuesta mediante oficios del 1º y 12 de septiembre de 2016 y 7 de febrero de 2017, en los cuales, en su orden, se reconoció la existencia de un error en el certificado laboral de la accionante, se le remitió una nueva constancia de trabajo expedida por la Secretaría de Educación de Dosquebradas, junto con las panillas de pago, y se le indicó que tales comprobantes de pago habían sido enviados a la Oficina de Bonos Pensionales y a la UGPP para efecto de corregir el yerro. Agregó que a la fecha no se encuentra pendiente solicitud alguna relacionada con el caso.
2.4 La Jefe de la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público dijo que la entidad que representa carece de competencia para corregir inconsistencias en la historia laboral de la accionante, quien hasta el momento no cuenta con información válida para la liquidación del bono pensional, porque según el reporte de su tiempo de servicios, el periodo cotizado comprendido entre el 10 de septiembre de 1987 y el 31 de marzo de 1995 no pudo ser aportado por el Municipio de Dosquebradas porque esta entidad no se encuentra como entidad cotizante ante Cajanal, ni por el Departamento de Risaralda si se tiene en cuenta que el contrato interadministrativo suscrito por ese ente territorial y la citada Caja estuvo vigente hasta el 31 de enero de 1977. Así mismo si esos entes territoriales reportan un mismo periodo laboral se habría infringido la norma que señala que ningún servidor podrá desempeñar dos cargos públicos. Por tanto, a efecto de que la Nación pueda asumir el pago del respectivo bono pensional, las entidades empleadoras deben allegar los soportes de pago a Cajanal.           
2.5 Las demás entidades vinculadas guardaron silencio.

3. La sentencia proferida el pasado 27 de junio fue declarada nula por esta Sala mediante proveído del 17 de agosto siguiente, por la falta de vinculación del Director de Recursos Humanos de la Gobernación de Risaralda y del Subdirector de Gestión Documental de la UGPP.
4. Rehecha la actuación, el 6 de septiembre último se profirió nuevamente sentencia en la que: a) se negó la pretensión dirigida a obtener la pensión de jubilación; b) se concedió el amparo al derecho de petición y se ordenó a la representante legal y judicial de Protección iniciar el trámite necesario para la validación de los soportes requeridos para actualizar y corregir la historia laboral de la accionante, surtir el procedimiento respectivo ante la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y pronunciarse sobre la solicitud pensional formulada por la actora, para todo lo cual le concedió un término máximo de treinta días; c) se ordenó al Alcalde de Dosquebradas aclarar las inconsistencias que aparecen en el certificado laboral de la demandante y remitir esa corrección a aquel fondo de pensiones y d) no desvinculó a Cajanal “hoy Colfondos”, al Departamento de Risaralda y a la Oficina de Bonos Pensionales porque estas entidades deben prestar colaboración para resolver la reclamación pensional elevada por la actora.   
Para decidir así, empezó por indicar el funcionario de primera sede que como Protección no ha definido el derecho de la actora de acceder a la pensión, la solicitud tendiente a obtener que por esta vía se otorgue la prestación resulta improcedente, más aún cuando dejó de demostrarse cómo esa falta de reconocimiento afecta su mínimo vital. De otro lado, dijo, se encuentra acreditado que desde el año 2016 se dio inició al trámite pensional y que si bien el Departamento de Risaralda ha suministrado respuestas a la solicitudes de corrección de inconsistencias en la historia laboral, formuladas por Protección, esta última no ha adelantado gestión alguna para determinar si efectivamente ya se corrigieron esas incongruencias, pues, de conformidad con lo manifestado por la Oficina de Bonos Pensionales, a ese fondo de pensiones le corresponde ingresar en su base de datos “la solicitud correcta de emisión de bono pensional”. Por tanto Protección SA lesionó el derecho de petición de la actora al omitir adelantar el trámite que por ley le corresponde.      
5. Inconforme con el fallo, la representante legal y judicial de Protección S.A. lo impugnó. Alegó que el juzgado de primera instancia no tuvo en cuenta las razones expuestas en la contestación de la demanda, relacionadas con las gestiones adelantadas para  determinar si la actora tiene derecho a percibir bono pensional y a su liquidación y pago. No obstante lo anterior, en el sistema Interactivo de la Oficina de Bonos Pensionales se evidencian inconsistencias en la información laboral de la demandante, en razón a que presenta tiempos no asumidos por la Nación, que corresponden al periodo comprendido entre septiembre de 1987 y marzo de 1995 con el Departamento de Risaralda, entidad a la que ha solicitado los soportes de pago a Cajanal. Agregó que llegado a este punto, se solicita a la entidad encargada de tramitar las constancias de los afiliados al fondo de pensiones -CENISS-, negar los tiempos reportados con el Municipio de Dosquebradas ya que estos se encuentran debidamente certificados por el Departamento de Risaralda. A pesar de que la certificación emitida por este último ente territorial “cargó correctamente… indican que el empleador era el mismo Departamento y los rangos laborados por la afiliada no están asumidos por la Nación… se remite soporte de pago a Cajanal de la entidad Departamento de Risaralda… se anexa soporte de diciembre de 2000… Aun (sic) hay incongruencias en la certificación, al parecer para una época el empleador era el FER Risaralda. Pendiente validación por parte de la OBP del soporte CAJANAL…”

Adujo que como dependen de “dichas entidades” para el reconocimiento del bono pensional, no se tiene certeza de que en el término de 30 días se puedan realizar los trámites ordenados en la sentencia y que Protección no ha lesionado ningún derecho, pues ha adelantado las gestiones necesarias para reconstruir la historia laboral de la demandante; sin embargo, está pendiente de que el Departamento de Risaralda responda las peticiones que le ha elevado y que se reconozca el bono pensional.

Solicita se revoque el fallo de primera instancia y se absuelva a la entidad al ser inexistente la vulneración de derechos. En subsidio modificar la orden impartida para hacerla “consecuencial a la impartida a las otras entidades encargadas del bono pensional, para que así nuestra entidad pueda resolver la solicitud de la actora según corresponda” y de concederse la tutela, lo sea de manera transitoria.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aún por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del decreto 2591 de 1991.

2. Teniendo en cuenta los argumentos expuestos por la recurrente, corresponde a esta Sala determinar si Protección S.A. vulneró el derecho de petición de la accionante; en caso positivo, si la orden del fallo constitucional debe hacerse extensiva a las demás entidades vinculadas y si el amparo se debe conceder como mecanismo transitorio.
3. El citado derecho, consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, es considerado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La Corte Constitucional, en relación con el derecho de petición para resolver reclamaciones de reconocimiento pensional, ha dicho:

“Con respecto a este derecho, esta Corporación ha establecido que el núcleo esencial del derecho de petición está conformado por cuatro elementos, a saber: (i) la posibilidad de presentar de manera respetuosa solicitudes ante las autoridades, “sin que estas se nieguen a recibirlas o tramitarlas”; (ii) la potestad de obtener una respuesta pronta y oportuna dentro del término legal; (iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de forma clara, precisa y adecuada; y (iv) el derecho a que la respuesta sea puesta en conocimiento del interesado oficiosamente.

  
Así mismo, este Tribunal constitucional en reiterada jurisprudencia
 ha determinado que las empresas encargadas de garantizar el acceso a la pensión tienen el deber de responder las peticiones de reconocimiento pensional según los siguientes criterios: 


“(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional-incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo.

“(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal; 

“(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001.

 
“Cualquier desconocimiento injustificado de dichos plazos legales, en cualquiera de las hipótesis señaladas, acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición. Además, el incumplimiento de los plazos de 4 y 6 meses respectivamente amenaza la vulneración del derecho a la seguridad social.” 

De acuerdo con lo anterior, es claro que cuando se le solicita el reconocimiento de una pensión a la entidad encargada de ello, ésta última tiene cuatro meses para dar respuesta a la solicitud de fondo, y seis meses para tomar las medidas que sean necesarias para empezar a pagar las mesadas pensionales. El desconocimiento de dichos términos según lo establece la jurisprudencia constitucional, acarrea vulneración a los derechos fundamentales de petición, mínimo vital y vida digna, por cual se vuelve procedente el amparo constitucional.” 
 
4. Las pruebas incorporadas al proceso, que obran en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos:

4.1 El 14 de abril de 2016, la señora María Idalba Restrepo Sabas formuló solicitud ante Protección S.A. para obtener el reconocimiento de la pensión de vejez
. 

4.2 Por oficio del 10 de agosto siguiente, ese Fondo de Pensiones solicitó al Director de Recursos Humanos de la Gobernación de Risaralda expedir copias de los recibos de pago a Cajanal para efecto de reconstruir la historia laboral de la afiliada. Ello, en consideración a que en el sistema interactivo de la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público se refleja en este caso un mensaje de error con la observación de “bono no emitible, entidad no está asumida por la Nación o existen periodos no asumidos por la Nación”
. 

4.3 En respuesta, del 12 de septiembre de 2016, se informó que revisada la certificación laboral correspondiente, se encontraron errores que deben ser corregidos para resolver la inconsistencia reportada por la Oficina de Bonos Pensionales y que esa rectificación se llevaría a cabo en un término no superior a 20 días
. 
4.4 Por oficio del 11 de enero de 2017, Protección requirió nuevamente al Director de Recursos Humanos de la Gobernación de Risaralda a fin de que remitiera copias de aquellos soportes de pago a Cajanal o la modificación de los periodos laborales comprendidos entre el 10 de septiembre de 1987 y el 27 de marzo de 1995, pues la citada señora se afilió a esa entidad desde el 1º de noviembre de 1997
. 
4.5 El 7 de febrero siguiente, el citado funcionario comunicó que había procedido a remitir las planillas de pago, desde febrero de 1967 a junio del 2000, emitidas por la UGPP, en las que se señala la fecha del periodo cancelado, esto a fin de corregir el mencionado error
. 
4.6 Según los certificados de información laboral, la accionante estuvo vinculada al Departamento de Risaralda desde el 10 de septiembre de 1987 al 31 de diciembre de 2002 y a partir del 1º de enero de 2003, a la Secretaría de Educación de Dosquebradas. Allí también se indica que el descuento para seguridad social de realizó para Cajanal
.
5. Surge de lo anterior, como primera conclusión, que la accionante acudió a esta acción constitucional luego de transcurridos más de dos años
 desde la fecha en que se radicó la petición pensional, lo que implicaría declarar la improcedencia del amparo por incumplir el presupuesto de la inmediatez, de conformidad con el precedente que sobre el tema ha mantenido este Tribunal. Sin embargo, esta Sala modificará su criterio en aplicación de la jurisprudencia constitucional que sostiene que ese requisito es inoponible cuando la vulneración del derecho de petición se mantiene vigente por la falta de contestación. Así se ha pronunciado la Corte Constitucional: 
“De esta manera, teniendo en cuenta que la acción de tutela fue presentada en agosto dos (2) de dos mil cinco (2005), observa esta Sala que el Señor Varela dejó transcurrir un lapso de un año y un mes entre el momento en que se configuró el agravio en su contra y el momento en que reclamó su protección judicial, sin que durante este lapso temporal haya emprendido ninguna actuación tendiente a lograr su cesación definitiva y sin que formulara, en su libelo, ningún argumento tendiente a justificar dicha inactividad.
 
Tal proceder, en principio, conllevaría la no prosperidad de sus pretensiones por el desconocimiento del plazo razonable para requerir su amparo judicial, pero en razón de que el mismo no vulnera derechos de terceros ni tampoco desnaturaliza la presente acción de tutela por persistir la vulneración del derecho fundamental invocado al igual que la necesidad de su amparo, se concluye entonces que no están presentes en este caso los elementos necesarios para que se configure tal figura jurídico procesal y, en consecuencia, se debe considerar oportuna la formulación de la presente demanda y proceder a su análisis sustantivo.” 

Más recientemente esa misma Corporación dijo:

“Como se observa de lo expuesto y conforme a lo señalado en el punto 2.1.3 de esta providencia, en el caso bajo examen se cumple con el principio de inmediatez, pues la vulneración del derecho de petición de la accionante ha perdurado en el tiempo, sin que hasta el momento se haya dado respuesta a la solicitud de sustitución pensional radicada el 11 de octubre de 2007…” 

Superado entonces el análisis de procedibilidad de la acción respecto del presupuesto de la inmediatez, la Sala procederá a analizar el fondo de la cuestión.
6. Tomando como referencia las pruebas allegadas, considera la Sala que protección efectivamente lesionó el derecho de petición de la accionante, por las siguientes razones:

6.1 De conformidad con la primera jurisprudencia que antes se transcribió, las entidades competentes están en la obligación de hacerle saber al peticionario de una pensión, dentro de los quince días siguientes a la fecha de radicación el estado en que se encontraba y señalarle a su vez con argumentos razonables la fecha en la que resolvería de fondo la misma
. 

En este caso, Protección S.A., se abstuvo de proceder en tal forma pues no emitió respuesta formal alguna en la que le haya informado a la accionante, en el término de quince días, el estado en que se encuentra el trámite de su solicitud, ni la fecha en la que sería resuelta; requisito que no se entiende cumplido con las gestiones adelantadas por ese fondo de pensiones ante otras entidades, pues de ello tampoco se informó a la actora.

6.2 Tal como lo dedujo el funcionario de primera sede, el trámite pensional se inició desde el mes de abril de 2016, pero a la fecha Protección no define de fondo el asunto a pesar de que los entes territoriales, a los que prestó sus servicios laborales la demandante, han atendido las solicitudes que les ha elevado para corregir su historia laboral. Y aunque al impugnar el fallo alega que a la fecha aún persisten algunas inconsistencias en los certificados de trabado de la peticionaria, que impiden la emisión del bono pensional, dejó de acreditar las gestiones que ha adelantado para efecto de corregirlas.
A pesar de lo anterior, es válido señalar que al tratarse de un trámite que requiere de la cooperación de varias entidades, ya que además de la corrección de la historia laboral, se necesita que la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público valide los soportes de pago a Cajanal, gestión que según lo manifestado en el recurso de impugnación se encuentra pendiente, es claro que para definir la cuestión, se requiere la intervención de esas otras autoridades. Por tanto, la Sala considera menester hacerles extensiva la orden impuesta en el fallo de tutela, en el marco de sus competencias,  a efecto de que se pueda emitir una respuesta de fondo a la reclamación pensional objeto del amparo.
7. La Sala comparte la sentencia impugnada en cuanto negó la petición elevada por la accionante para obtener que por este medio se le reconociera la pensión de jubilación, en razón a que mientras la entidad competente para hacerlo no emita un pronunciamiento al respecto, al juez de tutela le está vedado pronunciarse sobre el reconocimiento de esa prestación y por ende, lo procedente, tal como se hizo, era impartir la orden para que lo hiciera y en tal forma se tuteló el derecho de petición a la accionante, el que a pesar de que no se invocó como digno de amparo, se considera lesionado.
En asunto similar al que ahora se decide, dijo la Corte Constitucional:

“Las accionantes estimaron en su demanda como vulnerados por el Fondo de Pensiones y Cesantías Santander S.A., los derechos fundamentales a la vida y al libre desarrollo de la personalidad. Sin embargo, del análisis de los presupuestos de hecho antes reseñados se concluye que la controversia jurídica versa sobre la omisión en la que incurrió la entidad accionada en dar respuesta a la solicitud realizada por las accionantes dirigida a obtener el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes por la muerte del señor Edgardo Enrique de la Hoz Fierro, esposo de la señora Yadelis Oyola Gutiérrez y padre de los menores Yuranis de la Hoz Oyola, Doris Yadira de la Hoz Martínez y Édgar Andrés de la Hoz Martínez, situación que hace ineludible el estudio de la posible vulneración del derecho fundamental de petición, que no fue invocado en el escrito de tutela. (Resaltado ajeno al texto original).

“La controversia que plantea el presente caso, acerca de la definición de la titularidad y reconocimiento de una pensión ante la administración, constituye en principio un asunto ajeno al ámbito de la jurisdicción constitucional en sede de tutela, por la naturaleza puramente legal de estas pretensiones. No obstante, en casos como el presente, es necesario que el juez de tutela verifique si el derecho de petición ha sido satisfecho en debida forma, de manera que comprenda y resuelva el fondo de lo solicitado, y haga efectivo el núcleo esencial de tal garantía…” 
.

8. Finalmente en lo relativo a la petición subsidiaria de la recurrente, dirigida a que el amparo fuera concedido como mecanismo transitorio, baste decir que al tratarse de un derecho de petición, cuya vía de protección es por excelencia la acción de tutela, no se puede acceder a esa solicitud si se tiene en cuenta que no es posible imponerle a la accionante el deber de acudir a un proceso ordinario para dirimir lo relativo a la lesión de tal derecho, cuestión que solo atañe a casos en los cuales el ordenamiento jurídico conciba la existencia de otros medios de defensa, como por ejemplo para el reconocimiento de pensiones de jubilación. 
9. En estas condiciones, se confirmará la sentencia impugnada aunque se modificarán los ordinales segundo y tercero para ordenar a Protección SA, al Departamento de Risaralda y a la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público que, en el marco de sus competencias, adelanten las gestiones necesarias para que la primera de esas entidades pueda resolver de fondo la reclamación pensional elevada por la accionante el 14 de abril de 2016, lo que deberá hacer en un plazo de dos meses, contados a partir de la notificación de esta providencia, en razón a que el referido fondo solicitó se le ampliara el término para decidir y teniendo en cuenta el que ha corrido desde cuando se dictó el fallo de primera instancia.
Se revocará el inciso segundo del ordinal segundo del fallo, en cuanto impuso una orden al Municipio de Dosquebradas, respecto del cual no se evidencia haya lesionado derecho alguno a la demandante.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 6 de septiembre último, dentro de la acción de tutela promovida por la señora María Idalba Restrepo Sabas contra Protección S.A. y Colpensiones, a la que fueron vinculados el Subdirector de Gestión Documental de la UGPP, la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el Municipio de Dosquebradas, la Gobernación de Risaralda y el Director de Recursos Humanos de esa entidad, excepto el inciso segundo del ordinal segundo, en cuanto a la orden que se    impuso al Municipio de Dosquebradas, que se REVOCA; en su lugar se abstiene la Sala de imponerle orden alguna y se MODIFICAN el inciso primero del ordinal segundo y el ordinal tercero para ordenar a la representante legal y judicial de Protección SA, al Gobernador y al Director de Recursos Humanos del Departamento de Risaralda y a la Jefe de la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público que, en el marco de sus competencias, adelanten las gestiones necesarias para que la primera de esas entidades pueda resolver de fondo la reclamación pensional elevada por la accionante el 14 de abril de 2016, lo que deberá hacer en un plazo de dos meses, contados a partir de la notificación de esta providencia.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS



(Ausente con causa justificada)

� Folio 12 cuaderno No. 1


� Ver Sentencias T-208 de 2012 , T-411 de 2010 y T-173 de 2013 


� Ver Sentencias SU-97 de 2003 , T-081 de 2007 , T-1128 de 2008 y T-41 de 2010 


� Ver Sentencias SU-975 de 20013 y T-208 de 2012 


� Sentencia T-511 de 2014, MP: Dr. Alberto Rojas Ríos


� Folios 2 a 4 


� Folios 34 y 35


� Folios 33 y 34


� Folios 27 y 28


� Folios 32


� Folios 79 y 80


� Folio 12 cuaderno No. 1





� Sentencia T-235 de 2006, M. P. Jaime Araújo Rentería


� Sentencia T-832 de 2012, M. P. Luis Guillermo Guerrero Pérez. Línea de pensamiento que se mantiene en la sentencia T-556 de 2013 con ponencia de ese mismo Magistrado


� Criterio que se mantuvo en la sentencia SU-975 de 2003


� Sentencia T-51 de 2007, Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández.
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